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I. INTRODUCCIÓN
Desde hace unos años, todas las
normas comunitarias que suponen
excepciones o derogaciones en la aplica-
ción a Canarias de las disposiciones del
Tratado constitutivo de la Comunidad
Europea o de sus normas de desarrollo
han de ser vistas bajo el prisma de la
consideración ultraperiférica de nuestra
región.
Desde el Régimen Económico y
Fiscal hasta las ayudas por hectárea
para las papas canarias, pasando por
el Régimen Específico de Abasteci-
miento, todos los instrumentos que
fundamentan una aplicación diferen-
ciada de las normas comunitarias en
nuestra región tienen su fundamento
en la necesidad de conceder un trata-
miento diferenciado a las regiones
ultraperiféricas1, tras haber sido reco-
nocido por la Unión Europea que estas
regiones padecen unas desventajas
que es necesario sean compensadas a
través de medidas específicas. El
Arbitrio sobre importaciones y entre-
gas de mercancías en las islas
Canarias (AIEM) es fruto, por consi-
guiente, de este tratamiento singular
que se da a las regiones ultraperiféri-
cas compartiendo por lo tanto muchos
rasgos comunes con medidas similares
que están implantadas en otras regio-
nes ultraperiféricas, como es el caso
del “octroi de mer” para los departa-
mentos franceses de ultramar (DOM).
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Resumen del contenido:
En el artículo se analiza el Arbitrio sobre las Importaciones y Entregas de Mercancías en
las islas Canarias desde la perspectiva de las normas comunitarias aplicables a la libre cir-
culación de mercancías y a las disposiciones fiscales discriminatorias. En particular, se esta-
blece un análisis comparativo de la adaptación de nuestros arbitrios al Derecho Comunitario,
a través de las distintas figuras impositivas adoptadas, mediante el estudio de las sentencias
del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas aplicables al “octroi de mer”, una figu-
ra impositiva similar, de aplicación en los departamentos franceses de Ultramar.
1     El artículo 299.2 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea tal como fue modificado por el Tratado de Áms-
terdam establece:
“Las disposiciones del presente Tratado se aplicarán a los departamentos franceses de Ultramar, las Azores, Madeira y
las islas Canarias. No obstante, teniendo en cuenta la situación estructural social y económica de los departamentos france-
ses de ultramar, las azores, Madeira y las islas Canarias, caracterizada por su gran lejanía, insularidad, reducida superficie,
relieve y clima adversos y dependencia económica de un reducido número de productos, factores cuya persistencia y combi-
nación perjudican gravemente a su desarrollo, el Consejo, por mayoría cualificada, a propuesta de la Comisión y previa con-
sulta al Parlamento Europeo, adoptará medidas específicas orientadas, en particular, a fijar las condiciones para la aplicación
del presente Tratado en dichas regiones, incluidas las políticas comunes.
El Consejo, al adoptar las medidas pertinentes contempladas en el párrafo segundo, tendrá en cuenta ámbitos tales
como las políticas aduanera y comercial, la política fiscal, las zonas francas, las políticas agrícola y pesquera, las condicio-
nes de abastecimiento de materias primas y de bienes de consumo esenciales, las ayudas públicas y las condiciones de acce-
so a los fondos estructurales y a los programas horizontales comunitarios”.
Las regiones ultraperiféricas han
contado desde siempre con una fiscali-
dad indirecta propia, fruto de una heren-
cia histórica, cuyo exposición resultaría
demasiado detallada en el ámbito de
este artículo2, aunque fuera solamente
con relación al archipiélago canario. 
La Comisión Europea ha tenido en
cuenta en todo momento la especificidad
de estas regiones en el ámbito fiscal,
validando las distintas medidas de fisca-
lidad indirecta adaptadas a cada una de
ellas, partiendo de que estas medidas
son necesarias para permitir el desarro-
llo económico y social de las mismas,
que les permita compensar las desven-
tajas derivadas de su ultraperiferia. 
Así, la fiscalidad indirecta propia
de los Departamentos franceses de
ultramar estaba fundamentada en el
artículo 227, apartado 2, del Tratado
constitutivo de la Comunidad Europea,
en su versión inicial aprobada por el
Tratado de Roma3, en base al cual las
condiciones de aplicación de la política
fiscal europea se determinarían
mediante decisiones del Consejo que
velaran por el desarrollo económico y
social de estas regiones. Por lo que
respecta a las islas Canarias, o Madeira
y Azores, la base jurídica de una apli-
cación diferenciada estaba inicialmente
recogida en el Acta de Adhesión a las
Comunidades Europeas de España y
Portugal4.
Las especialidades en el ámbito de
la fiscalidad indirecta en Canarias se
han concretado, por tanto, en la no apli-
cación del IVA, aplicando en su lugar un
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2 Con relación al REF canario, véase a estos efectos la prolija enumeración efectuada por Marcos M. Pascual González,
“Relación Bibliográfica sobre el Régimen Económico y Fiscal de Canarias”, en Hacienda Canaria nº 1 (abril 2002), pág. 231;
y, para una relación más sintética de las normas que han sido históricamente aplicadas, véase la Exposición de Motivos de la
Ley 19/1994 (BOE nº 161, 7.7.1994).
3 El artículo 227.2 del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea establecía: “Por lo que respecta a los
departamentos franceses de Ultramar, las disposiciones generales y particulares del presente Tratado relativas a:
- la libre circulación de mercancías, 
- la agricultura, con exclusión del apartado 4 del artículo 40, 
- la liberalización de los servicios, 
- las normas sobre competencia, 
- las medidas de salvaguardia previstas en los artículos 109 H, 109 I y 226, 
- las instituciones, 
serán aplicables a partir de la entrada en vigor del presente Tratado.
Las condiciones de aplicación de las restantes disposiciones del presente Tratado se determinarán, a más tardar, dos
años después de la entrada en vigor de este Tratado, mediante decisiones del Consejo, tomadas por unanimidad, a propuesta
de la Comisión. 
Las instituciones de la Comunidad velarán, en el marco de los procedimientos previstos en el presente Tratado y espe-
cialmente en el artículo 226, por el desarrollo económico y social de estas regiones.”
4 BOE nº 1, 1.1.1986
impuesto indirecto específico, la no apli-
cación de determinadas Directivas
comunitarias por las que se regulaban
algunos impuestos especiales (las
denominadas accisas en la terminología
comunitaria) y, por último la aplicación
de un impuesto específico sobre la pro-
ducción local y la importación, pero per-
mitiéndose la exención total o parcial de
la parte del impuesto que grava la pro-
ducción local, siempre que esas exen-
ciones sean necesarias, proporcionadas
y estén determinadas de forma precisa.
El Archipiélago Canario está fuera
del ámbito de aplicación del régimen
común del IVA, medida ésta que está
recogida en el Anexo I, parte V, apar-
tado 2 del Acta de Adhesión a la que
nos remite el artículo 26 del Acta de
Adhesión, al modificar la Sexta Direc-
tiva 77/388/CEE5 incluyendo en el
apartado 2 del artículo 3 dentro de los
territorios excluidos del ámbito de apli-
cación del IVA a las islas Canarias.
Posteriormente, el Reglamento (CEE)
nº 1911/91, relativo a la aplicación de
las disposiciones del Derecho comuni-
tario en las islas Canarias6, en su artí-
culo 4, y la Directiva 91/680/CEE7, que
completa el sistema común del IVA y
que modificó, con vistas a la abolición
de las fronteras, la Directiva
77/388/CEE abundaron en este senti-
do reiterando el Reglamento la exclu-
sión prevista en el Acta de Adhesión y
confirmando la Directiva que las Islas
Canarias no se encuentran, a estos
efectos, dentro de la consideración de
“interior del país”. 
Esta disposición no ha sido objeto
de ninguna modificación posterior y
tiene, por lo tanto, en principio, carác-
ter indefinido, lo cual no obsta para
que Canarias pueda solicitar, si se con-
siderara pertinente, su inclusión en el
ámbito de aplicación del IVA. Téngase
en cuenta que, como señala el Informe
de la Comisión Europea relativo al desa-
rrollo del artículo 299.2 del Tratado
constitutivo de la Comunidad Euro-
pea8, “la exclusión de las islas Canarias
y de los Departamentos franceses de
ultramar9 (Azores y Madeira no están
excluidas) del ámbito de aplicación del
IVA comunitario tiene como conse-
cuencia que estas regiones se sustraen
al proceso de armonización fiscal
comunitario, y tienen que sufragar los
gastos de mantenimiento de las fron-
teras fiscales”.
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5 2 D. O. nº L 145, 13.6.1977 
6 D. O. nº L 171, 26.6.1991
7 D. O. nº L 376, 31.12.1991 
8 COM (2000) 147, de 13 de marzo de 2000
9 A nivel nacional, los cuatro departamentos franceses de Ultramar son considerados como territorios de exportación
respecto del resto de Francia y se aplican los tipos de IVA vigentes en los DOM antes de 1977 (2.10% de tipo reducido y 8.5%
de tipo normal en Guadalupe, Martinica y Reunión. 0% en Guayana y en las islas de San Bartolomé y San Martín, pertene-
cientes a Guadalupe).
Además, no son de aplicación en
Canarias las Directivas comunitarias
relativas a los impuestos especiales
sobre los hidrocarburos, el alcohol y
las bebidas alcohólicas y las labores
de tabaco, existiendo un impuesto
propio sobre los hidrocarburos y tipos
impositivos diferenciados para los otros
productos.
Esta exclusión de los impuestos
especiales está también recogida en el
en el Anexo I, parte V, apartado 3 del
Acta de Adhesión a la que nos remite
igualmente el artículo 26 del Acta de
Adhesión de España y Portugal, y pos-
teriormente reiterada en el artículo 4,
párrafo segundo del Reglamento (CEE)
nº 1911/91, aunque referida única-
mente a las Directivas 72/464/CEE y
79/32/CEE relativas al tabaco10.  
La Directiva 92/12 relativa al régi-
men general, tenencia, circulación y
controles de los productos objeto de
impuestos especiales11 que fue modifi-
cada por la Directiva 92/108/CEE12 y
por la Directiva 94/74/CE13 vino a cla-
rificar esta cuestión puesto que es apli-
cable no sólo a las labores del tabaco,
sino también a los hidrocarburos, y al
alcohol y bebidas alcohólicas. Esta
Directiva establece en su artículo 2,
apartado 2 que no será de aplicación a
las islas Canarias ni esta Directiva ni
las disposiciones específicas sobre los
tipos impositivos y las estructuras de
los productos objeto de impuestos
especiales que figuren en Directivas
específicas. Se añade no obstante la
posibilidad de que España pueda noti-
ficar en cualquier momento la aplicabi-
lidad a Canarias de esta Directiva para
la totalidad o alguno de los productos
mencionados.
La última modificación en esta
materia viene dada por la Directiva
2003/96/CE14, adoptada por el Consejo
el 27 de octubre de 2003, y que entró
en vigor el 1 de enero de 2004, por la
que se reestructura el régimen comu-
nitario de imposición de los productos
energéticos y de la electricidad. La
Directiva amplía el ámbito de aplica-
ción de los impuestos especiales a
todos los productos de la energía, no
sólo a los hidrocarburos, para los que
actualiza sus tipos impositivos, que no
habían sido modificados desde el año
1992, e incluye también carbón, gas
natural y electricidad.
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10 D. O. nº L 303, 31.12.1987 y D. O. nº L 10, 16.1.1979, respectivamente. Estas Directivas fueron derogadas por la
Directiva 95/59/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 1995, relativa a los impuestos distintos de los impuestos sobre el
volumen de negocios que gravan el consumo de labores del tabaco
11 D. O. nº L 76, 23.3.1992 
12 D. O. nº L 390, 31.12.1992 
13 D. O. nº L 365, 31.12.1994 
14 D. O. nº L 283, 31.10.2003
Aunque a diferencia de las ante-
riores Directivas, la exclusión de
Canarias de su ámbito de aplicación
no viene expresamente recogida, su
artículo 3 señala que “las referencias
de la Directiva 92/12/CEE a “hidrocar-
buros” e “impuestos especiales”, en la
medida en que se aplique a hidrocar-
buros, abarcan todos los productos
energéticos, la electricidad y los
impuestos indirectos nacionales…”
referidos en la Directiva. Por ello, las
disposiciones de esta Directiva tam-
bién excluyen a Canarias de su ámbi-
to de aplicación, por lo que respecta a
los hidrocarburos.
Por último, hasta el 31 de diciem-
bre del año 2000, el artículo 5 del
Reglamento (CEE) nº 1911/91 permi-
tió la existencia del arbitrio sobre la
producción y las importaciones (APIM
según la terminología comunitaria, o
APIC según la terminología acuñada en
Canarias) del cual estaba exenta la
producción interior (aunque el Regla-
mento comunitario hablaba de exen-
ciones parciales o totales, la exención
fue total para todos los productos gra-
vados), y cuyos tipos impositivos en
las importaciones no podrían superar
el 5 %, salvo para el tabaco manufac-
turado (códigos NC 2402 10 00 y 2402
20 00) en el que se permitió que llega-
ran hasta un 15%. 
El Reglamento (CEE) nº 1911/91
establecía un periodo transitorio desde
el 1 de enero de 1996 hasta el 31 de
diciembre del año 2000, año en el que
debía desaparecer el impuesto. No obs-
tante, la Decisión de la Comisión
96/34/CE15 modificó el régimen transi-
torio de reducción de los tipos de gra-
vamen y el Reglamento (CE) nº
1105/2001 del Consejo16 modificó el
Reglamento (CEE) nº 1911/91 para
permitir la aplicación de esta excepción
hasta el 31 de diciembre del año 2001.
II. EL ENCAJE DEL AIEM EN EL
MARCO JURÍDICO COMUNITARIO
A) EL PROTOCOLO Nº 2 DEL ACTA DE
ADHESIÓN: PRIMERA ADAPTA-
CIÓN A LA NORMATIVA COMUNI-
TARIA: MANTENIMIENTO LIMI-
TADO DE LOS ARBITRIOS
El núcleo de la construcción euro-
pea lo constituyen las llamadas cuatro
libertades fundamentales: libre circula-
ción de mercancías, libre circulación de
trabajadores, libre prestación de servi-
cios y libre circulación de capitales. En el
ámbito de la primera de ellas, la libre cir-
culación de mercancías, el Tratado de
Roma sentó las bases de una Unión
Aduanera entre los países firmantes del
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15 D. O. nº L 10, 13.1.1996 
16 D. O. nº L 151, 7.6.2001
mismo. El artículo 9 de este Tratado, tras
señalar que la Comunidad se basa en
una Unión Aduanera, que abarca la tota-
lidad de los intercambios de mercancías,
prohibió explícitamente la existencia
entre los Estados miembros de derechos
de aduana de importación, así como de
cualesquiera otras exacciones o tasas de
efecto equivalentes a los mismos.
Los artículos 12 y 13 completan
esta prohibición al señalar, por un lado,
la imposibilidad de establecer entre los
distintos Estados nuevos derechos de
aduana de importación o exacciones
de efecto equivalentes, así como de
incrementar los que ya se estuvieran
aplicando; y, por otro lado, de suprimir
progresivamente los que ya existieran
durante un periodo transitorio que
finalizó el 1 de julio de 1968.
Las Actas de Adhesión de los dife-
rentes Estados que se fueron adhiriendo
posteriormente a las Comunidades
Europeas marcaron a su vez unos pla-
zos de desmantelamiento de sus aran-
celes y tasas equivalentes a los mismos.
En el caso del Acta de Adhesión de
España a las Comunidades Europeas,
estos plazos estaban recogidos, con
carácter general, en el artículo 31, y en
los artículos 75 y 173 para los productos
agrícolas y pesqueros respectivamente.
Aunque, como es bien sabido, las
islas Canarias no se integraron en la
Unión Aduanera en el año 1986, las
negociaciones de adhesión entre España
y las Comunidades Europeas tuvieron
en cuenta los tributos y aranceles deri-
vados de nuestro Régimen Económico y
Fiscal para señalar en el artículo 6 del
Protocolo nº 2 al Acta de Adhesión que
los productos originarios del territorio
aduanero de la Comunidad se beneficia-
rían en el momento de su importación
en el territorio de Canarias de la exen-
ción de los derechos de aduana y de las
exacciones de efecto equivalente, en
unas condiciones determinadas.
Estas condiciones de supresión de
los derechos de aduana y tasas de
efecto equivalente para los productos
procedentes del resto de la Comunidad
motivaron, por un lado, el conocido
como “descreste arancelario”, con el
desmantelamiento del “arbitrio insular
– tarifa general” en las mismas condi-
ciones ya señaladas anteriormente
para el desmantelamiento de los dere-
chos de aduana del resto de España
(condiciones recogidas en los artículos
30, 31 y 32 del Acta de Adhesión).  
Por otro lado, la incorporación a la
Comunidad Europea produjo también
un cambio sustancial en el “arbitrio
insular – tarifa especial” para los pro-
ductos originarios del resto de la
Comunidad, permitiéndose el mismo
tan sólo para un pequeño listado de
productos recogidos en un Anexo del
mencionado Protocolo nº 2.
El Reglamento (CE) nº 564/93, del
Consejo, de 8 de marzo de 1993, pro-
rrogó la aplicación del arbitrio insular –
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tarifa especial de las islas Canarias con
ocasión de la introducción en estas
islas de determinados productos sensi-
bles procedentes de otras partes de la
Comunidad, hasta el 31 de diciembre
del año 2000.
B) EL REGLAMENTO (CE) Nº
1911/91: LA INCORPORACIÓN
A LA UNIÓN ADUANERA Y LA
APLICACIÓN ESTRICTA DE LA
PROHIBICIÓN DE LAS TASAS DE
EFECTO EQUIVALENTES A DERE-
CHOS DE ADUANA: EL APIM
COMO MEDIDA TRANSITORIA
El Reglamento (CE) nº 1911/91
dedicó, como ya se ha señalado, su artí-
culo 5, a la regulación comunitaria del
arbitrio sobre la producción y las impor-
taciones (APIM) cuyo reflejo en la Ley
española es el regulado en la Ley
20/1991, de 7 de junio, de modificación
de los aspectos fiscales del Régimen
Económico Fiscal de Canarias17 entran-
do este impuesto en vigor el 1 de julio
de 1991 coincidiendo con la supresión
definitiva de la tarifa general del arbitrio
insular a la entrada de mercancías.
De este arbitrio estaba exenta la
producción interior (aunque el Regla-
mento comunitario hablaba de exencio-
nes parciales o totales, la exención fue
total para todos los productos gravados),
y los tipos impositivos en las importacio-
nes no podrían superar el 5 %, salvo
para el tabaco manufacturado (códigos
NC 2402 10 00 y 2402 20 00) en el que
se permitió que llegaran hasta un 15%.
La adaptación al Derecho Comu-
nitario y la consiguiente evolución por la
que han pasado nuestros arbitrios insu-
lares desde su forma inicial hasta el
actual AIEM puede explicarse teniendo
en cuenta el gran paralelismo existente
con el arbitrio aplicable en los departa-
mentos franceses de ultramar (el “octroi
de mer”) puesto que las vicisitudes por
las que ha pasado este último hasta su
configuración actual nos permiten expli-
car la evolución de nuestro arbitrio.
El octroi de mer se recaudaba en los
departamentos franceses de Ultramar en
virtud de determinados Decretos de
1947 y de una Ley de 1984. En principio,
gravaba todas las mercancías, salvo
determinados productos de primera
necesidad, con independencia de su ori-
gen, incluso las procedentes del resto de
Francia, a su entrada en el departamen-
to francés de ultramar de que se tratara.
En cambio, los productos del
departamento de Ultramar de que se
tratara estaban exentos del pago del
“octroi de mer” y de cualquier exacción
interna equivalente. Así, la suspensión
en el gravamen a las producciones
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17 BOE nº 137, 8.6.1991 
locales, lo configuraba como un instru-
mento de desarrollo económico ya que
permitía proteger las producciones
locales existentes o nacientes exone-
rándolas de su gravamen frente a la
competencia de las empresas de otros
Estados miembros de la UE e incluso
del resto de Francia. La base imponible
del tributo era el valor en aduana de las
mercancías en el lugar de su entrada
en el Departamento correspondiente.
Además, los ingresos obtenidos del
“octroi de mer” se destinaban esencial-
mente a financiar los presupuestos de
las entidades locales, con arreglo a la
legislación autonómica regional, por lo
que desde el punto de vista de la orga-
nización político administrativa, se
constituía en signo de la autonomía
local, derivado de los mecanismos
puramente locales instituidos para el
establecimiento de la imposición y el
reparto de los ingresos, y, desde el
punto de vista fiscal, se configuraba
como una fuente considerable de recur-
sos para las Administraciones locales de
los DOM, al revertir esos ingresos en su
favor y no en beneficio de la hacienda
estatal, como signo distintivo respecto
a los derechos de aduana.
Hasta aquí, como se puede com-
probar, el paralelismo con los arbitrios
insulares, en su configuración previa al
año 1986, era total. Tras la aprobación
del Reglamento (CE) nº 1911/91 el
paralelismo se establece, en cambio con
el APIM, debido a que éste dejaba exen-
ta también la totalidad de la producción
total, a pesar de que el Reglamento
(CEE) nº 1911/91 hablaba de exencio-
nes parciales, de modo que en la prác-
tica ambas figuras guardaban también
una gran similitud. La única diferencia
entre ambas figuras se encontraba en el
mantenimiento temporal en Canarias
de la tarifa especial del arbitrio insular,
mientras que en los departamentos
franceses de Ultramar existía una única
figura, el octroi de mer.
Como en tantos otros ámbitos, ha
sido la jurisprudencia comunitaria la
que ha permitido delimitar claramente
el encaje de esta figura impositiva en
el Tratado constitutivo de la Comu-
nidad Europea cuyos artículos leídos
en conjunto no parecían proclives en
principio a permitir la existencia en
una región comunitaria de una figura
que discriminara de alguna forma los
productos procedentes del resto de
Estados miembros de la UE.
La sentencia del Tribunal de
Justicia de 16 de julio de 1992 en el
Asunto C-163/90 relativa a un conten-
cioso entre la Administración de adua-
nas y derechos indirectos y el Sr.
Leopold Legros (conocida como sen-
tencia Legros) fue la primera de una
serie de sentencias que declararon la
nulidad de esta figura jurídica.
El contencioso derivaba, en sínte-
sis, de la importación de un vehículo
francés en la isla de la Reunión por
parte del Sr. Legros, quien tuvo que
pagar el correspondiente gravamen del
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“octroi de mer”, reclamando éste la
nulidad de esta figura impositiva con
arreglo al Derecho Comunitario. 
En este asunto, el Tribunal de
Justicia comienza por recordar la juris-
prudencia comunitaria existente con
respecto a la diferencia entre tributos
internos y tasas de efecto equivalentes
a derechos de aduana. 
A estos efectos, el Tribunal recuer-
da que según su jurisprudencia un gra-
vamen que recae sobre un producto de
otro Estado miembro no constituye
una exacción de efecto equivalente a
un derecho de aduana, sino un tributo
interno previsto en el artículo 90 del
Tratado (antiguamente artículo 95),
cuando pertenece a un régimen gene-
ral de cánones internos que recaen sis-
temáticamente sobre categorías de
productos en función de criterios obje-
tivos aplicados con independencia del
origen del producto; de modo que,
cuando un gravamen pecuniario se
percibe por la importación, sólo debe
calificarse de tributo interno si está
destinado a situar en una posición
comparable, dentro del territorio
nacional, todas las categorías de pro-
ductos, sea cual fuere su origen.
Tras esta precisión, el Tribunal
continúa señalando que el “octroi de
mer” grava, salvo algunas excepcio-
nes, todos los productos introducidos
en la región de La Reunión, simple-
mente por su entrada en esta parte del
territorio francés, mientras que todos
los productos originarios de La Reunión
están exentos sistemáticamente, pre-
cisamente por su origen regional y no
a causa de criterios objetivos que
podrían aplicarse igualmente a produc-
tos importados. Estos datos, a juicio
del Tribunal, impiden calificar el tribu-
to en cuestión como tributo interno.
Por ello, el Tribunal analiza esta
figura desde la perspectiva de las exac-
ciones de efecto equivalente, que fue-
ron definidas desde la sentencia de 21
de mayo de 1969 “Sociaal Fonds Voor
de Diamantarbeiders” (asuntos acumu-
lados 2/69 y 3/69) como un gravamen
pecuniario, impuesto unilateralmente,
cualquiera que sea su denominación y
su técnica (obsérvese a estos efectos la
inutilidad de denominar impuesto a una
figura de este tipo desde el punto de
vista del Derecho Comunitario, aunque
las normas tributarias internas españo-
las lo califiquen como impuesto, artículo
2 de la Ley General Tributaria), que
grave las mercancías nacionales o
extranjeras a su paso por frontera,
cuando no sea un derecho de aduana
propiamente dicho. En la definición se
añadía además, aunque no sea de apli-
cación en este supuesto, que a estos
efectos era irrelevante que no fuera per-
cibida en beneficio del Estado, ni ejer-
ciera ningún efecto discriminatorio ni
protector, ni el producto gravado hiciera
competencia a un producto nacional.
Los dos motivos de defensa de
Francia en este asunto, que fueron el
que el hecho imponible de esta figura
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fuera la introducción en la región de la
Reunión, es decir, una transacción inter-
na y no el cruce de una frontera estatal
y el hecho de que el “octroi” gravara
igualmente los productos procedentes
del resto de Francia, fueron rechazados
por el Tribunal de Justicia, que conside-
ró que no modificaban la percepción de
esta figura como una tasa de efecto
equivalente a un derecho de aduana a
la importación prohibido por el Tratado
constitutivo de la Comunidad Europea,
aunque dicho tributo gravara igualmen-
te las mercancías introducidas en dicha
región procedentes de otra parte de ese
mismo Estado.
Como ya he señalado en la intro-
ducción a este artículo, el artículo
299.2 del Tratado tenía como antece-
dente inmediato el artículo 227.2 del
Tratado de Roma en base al cual se
adoptaron determinadas disposiciones
a favor de los departamentos france-
ses de ultramar. Entre estas disposicio-
nes se encontraban la decisión
89/687/CEE que aprobó el Programa
Poseidom (equivalente de nuestro
Poseican) y la Decisión 89/688/CEE,
de 22 de diciembre de 1989, por la que
se autorizó a las autoridades francesas
a mantener el régimen vigente del
“octroi de mer” hasta el 31 de diciem-
bre de 1992, debiendo adoptar, para el
periodo posterior, las medidas necesa-
rias para que el régimen fuera aplica-
ble indistintamente a los productos
introducidos y a los productos obteni-
dos en los departamentos franceses de
Ultramar.
A pesar de que el Abogado
General Jacobs en sus conclusiones
sobre el asunto Legros, concluyó que
la Decisión 89/688/CEE del Consejo,
relativa al régimen del “octroi de mer”
en los departamentos franceses de
Ultramar debía considerarse inválida,
el Tribunal de Justicia no se pronunció
sobre esta cuestión al considerar que
la entrada en vigor de esta norma era
posterior al asunto en litigio.
La siguiente sentencia sobre el
“octroi”, la Sentencia de 9 de agosto de
1994 en los asuntos acumulados C-
363/93, C-407/93, C-408/93, C-
409/93, C-410/93 y C-411/93
(Sentencia “Lancry”) sí se pronuncia
ya sobre la validez de la Decisión
89/668/CEE y zanja definitivamente el
otro aspecto controvertido, como era
el de la interpretación que debía darse
a la prohibición de las tasas de efecto
equivalente en el caso de las transac-
ciones internas de productos proce-
dentes del resto de Francia.
Por lo que respecta a esta última
cuestión, el Abogado General Tesauro
consideró que la jurisprudencia comu-
nitaria aplicable a las medidas de efec-
to equivalentes a restricciones cuanti-
tativas era suficientemente explícita
con respecto a que las disposiciones
del Tratado se aplicaban únicamente a
los supuestos en que había tráfico de
mercancías entre Estados miembros y
no a aquellos en los que se tratara de
una situación meramente interna (las
llamadas en el argot comunitario “dis-
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criminaciones a la inversa”). Es decir, a
pesar de lo ilógico que pudiera parecer,
el Tratado prohíbe un impuesto como
el octroi de mer en cuanto grava las
mercancías procedentes de otros
Estados miembros, pero no en cuanto
grava las mercancías procedentes de
otras regiones francesas. 
El Tribunal de Justicia tampoco
siguió en este punto al Abogado
General y concluyó que un tributo
recaudado en una frontera regional
por la introducción de productos en
una región de un Estado miembro
perjudica la unidad del territorio
aduanero comunitario y constituye un
obstáculo a la libre circulación de
mercancías, al menos tan grave como
un tributo percibido en la frontera
nacional debido a la introducción de
los productos en la totalidad del terri-
torio de un Estado miembro. El perjui-
cio, para la unidad del territorio adua-
nero, que supondría el establecimien-
to de una frontera aduanera regional
es igual, ya se trate de productos
nacionales o de productos proceden-
tes de otros Estados miembros, que
son gravados con un tributo debido a
su paso por dicha frontera. El Tribunal
consideró, además, que los procedi-
mientos administrativos de verifica-
ción, forzosamente complejos y lar-
gos, que exigiría la distinción, a efec-
tos de la aplicación del tributo, según
el origen real de los productos impor-
tados, constituirían en sí mismos obs-
táculos inadmisibles a la libre circula-
ción de mercancías.
Por lo que respecta a la validez de
la Decisión 89/668/CEE, el Tribunal de
Justicia consideró que el hecho de que el
artículo 227.2 (antecedente inmediato
del actual artículo 299.2, como ya se ha
señalado) estableciera una diferencia
entre las distintas políticas comunitarias
cuya aplicación podía ser adaptada en
los departamentos franceses de Ultra-
mar, no incluyendo entre éstas las rela-
tivas a la libre circulación de mercancí-
as, impedía al Consejo autorizar a Fran-
cia a mantener en vigor un tributo que
constituía una exacción de efecto equi-
valente a un derecho de aduana, inclui-
do en las disposiciones del Tratado rela-
tivas a la libre circulación de mercancías. 
De este modo, el Tribunal conclu-
yó que la Decisión era inválida, en
tanto en cuanto autorizaba a la
República francesa a mantener, hasta
el 31 de diciembre de 1992, el régimen
del “octroi de mer” vigente en el
momento de adoptarse la misma.
Esta sentencia, y la distinta apli-
cación que se hacía de las políticas
comunitarias según se encontraran en
un párrafo u otro del artículo 227.2,
motivó, junto con otras consideracio-
nes jurídicas, que en la actual configu-
ración del artículo 299.2 del Tratado no
se distinga entre las diferentes políti-
cas comunitarias a los efectos de
poder aplicar una derogación singular
en la aplicación del Tratado.
Las consecuencias económicas de
esta invalidez no fueron, sin embargo,
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extraordinariamente gravosas para la
hacienda local de estas regiones pues-
to que el Tribunal consideró que, con
anterioridad al 16 de julio de 1992,
fecha de pronunciamiento de la senten-
cia Legros, la invalidez del octroi sólo
podía ser reclamada por aquellas per-
sonas que hubieran interpuesto recur-
sos solicitando la devolución de las
cantidades pagadas en concepto de
“octroi de mer”, de modo que la invali-
dez del mismo se aplicó de forma ínte-
gra únicamente desde el 16 de julio de
1992 hasta el 31 de diciembre de 1992.
La devolución de cantidades inde-
bidamente pagadas por aplicación del
Derecho Comunitario en el caso de este
tipo de regímenes no es exclusiva del
octroi de mer, pues una cuestión similar
se produjo en Canarias con la devolu-
ción de las cantidades pagadas en con-
cepto de APIM por los importadores de
productos agroalimentarios durante el
primer semestre del año 1992, debido
al incumplimiento de lo dispuesto en el
artículo 5, apartado 1 del Reglamento
(CEE) nº 1911/91, que impedía su apli-
cación, para estos productos, antes de
la entrada en vigor del régimen especí-
fico de abastecimiento (REA).
Finalmente, dentro de este grupo
de sentencias que declararon la invali-
dez del octroi de mer y su configura-
ción como una exacción de efecto
equivalente a un derecho de aduana al
gravar únicamente los productos pro-
cedentes del resto de la Unión
Europea, incluido el resto del territorio
francés, la sentencia de 7 de noviem-
bre de 1996 (asunto C-126/94) en un
asunto entre varias sociedades impor-
tadoras francesas y el Ministerio de
Hacienda francés, sentencia conocida
como “Cadi surgelés”, nombre de una
de estas sociedades, se ocupó del últi-
mo aspecto que no había sido debati-
do en las sentencias anteriores, como
es el caso de los productos importados
de terceros países.
Este aspecto no guarda tanto
paralelismo con el AIEM, aunque sí
explica el diferente trato dado a la tari-
fa especial del arbitrio insular cuando
se trataba de productos procedentes
del resto de la Comunidad y cuando se
trataba de productos procedentes de
terceros países. De conformidad con
esta sentencia, la recaudación de un
derecho de aduana o de una exacción
de efecto equivalente establecidos uni-
lateralmente por un Estado miembro,
con posterioridad a la entrada en vigor
del Arancel Aduanero Común, que
grave las importaciones procedentes
directamente de un país tercero no es
compatible con el Tratado CE. 
En cambio, el Tratado no se opone
a la recaudación de una exacción de
efecto equivalente a un derecho de
aduana a la importación que, en lo rela-
tivo a todas sus características esencia-
les sea considerada una exacción exis-
tente (como era el caso del “octroi de
mer”) en la referida fecha, siempre y
cuando la cuantía de la exacción no
hubiera aumentado. En caso de aumen-
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to, únicamente el margen de exceso
sería incompatible con el Tratado.
Por lo que respecta a los efectos en
el tiempo de esta sentencia, el Tribunal
siguió la misma línea de la sentencia
Legros en el sentido de considerar que
las reclamaciones de cantidades indebi-
damente pagadas no podían ser invoca-
das con anterioridad al 16 de julio de
1992, fecha de dicha sentencia, salvo
en lo que se refería a solicitantes que
hubieran interpuesto un recurso judicial
o presentado una reclamación equiva-
lente antes de dicha fecha.
C) CONSECUENCIAS DE LA JURIS-
PRUDENCIA COMUNITARIA
APLICABLE AL “OCTROI DE
MER” DE LOS DEPARTAMENTOS
FRANCESES DE ULTRAMAR Y SU
APLICACIÓN AL AIEM
Las sentencias anteriormente men-
cionadas cuestionaron la compatibilidad
de este impuesto con el Tratado CE. Por
ello, el impuesto fue modificado en
cuanto a la forma (no en cuanto al
fondo, al igual que ocurrió con el cam-
bio entre el APIM y el AIEM) para ampa-
rarse en la aplicación del artículo 90 del
Tratado CE, que como ya hemos seña-
lado, constituye una base jurídica dife-
rente, que permite, en base a la capa-
cidad derogatoria del antiguo artículo
227.2 del Tratado CE, exenciones par-
ciales o totales del impuesto en su
imposición interior, de modo que tem-
poralmente (inicialmente estaba previs-
to hasta el año 2002), se promoviera el
desarrollo de determinadas produccio-
nes locales y con ello el desarrollo eco-
nómico de estas regiones. Esta nueva
configuración del impuesto, además,
eliminó todo signo de discriminación a
la importación de productos que provie-
nen del resto de la Comunidad frente al
resto de Francia y tiene su base jurídica
en la Decisión 89/668/CEE del Consejo
y en la Ley 92/676, de 17 de julio de
1992, de la República Francesa.
La Sentencia del Tribunal de
Justicia de 19 de febrero de 1998 en el
Asunto C 212/96 relativa al octroi de
mer entre Paul Chevassus-Marche y el
Consejo Regional de la Reunión marcó
un punto de inflexión en la considera-
ción del marco jurídico aplicable a un
impuesto de estas características y en
particular con respecto a la aplicación
de los principios de libre circulación de
mercancías y la prohibición de discri-
minaciones fiscales.
El octroi de mer resultante de las
modificaciones producidas tras las sen-
tencias Legros y Lancry es un impues-
to indirecto que tiene como hecho
imponible la importación o introduc-
ción de mercancías en el territorio de
los departamentos franceses de ultra-
mar, así como la producción de dichos
bienes en dichos territorios. El impues-
to, al igual que ocurre con nuestro
AIEM, permite la práctica de exencio-
nes totales o parciales en beneficio de
las producciones locales durante un
periodo prorrogable de diez años a
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partir de 1992 en aplicación del artícu-
lo 227.2 del Tratado. 
La nueva configuración del octroi
supuso la necesidad de que el Tribunal
de Justicia estudiara de nuevo su com-
patibilidad con relación a los artículos
del Tratado que determinan la prohibi-
ción de establecer entre los Estados
miembros derechos de aduana o exac-
ciones de efecto equivalente a éstas y
el artículo 90 del Tratado CE (antiguo
artículo 95 del Tratado de Roma) que
regula la posibilidad de introducir una
disposición fiscal que discrimine de
hecho o de derecho a los productos
procedentes de otros Estados miem-
bros. Téngase en cuenta que según
una jurisprudencia constante del
Tribunal de Justicia18, una misma figu-
ra impositiva no puede pertenecer
simultáneamente a la categoría de
tasas de efecto equivalente a derechos
de aduana y a la categoría de disposi-
ciones fiscales interiores.
La importancia de la sentencia, que
finalmente dictaminó la compatibilidad
de la Decisión 89/688/CEE del Consejo,
autorizando el mantenimiento del
“octroi de mer”, respecto de las disposi-
ciones del Tratado mencionadas en el
párrafo anterior, sobrepasó el propio
objeto de la decisión, puesto que afectó
directamente al modo de inserción de
los DOM en el mercado interior y, a los
efectos que nos ocupan ahora, a la apli-
cación de medidas similares en benefi-
cio de otras regiones ultraperiféricas,
marcando el camino del alcance del
artículo 299.2 del Tratado CE.
La Sentencia Chevassus-Marche
tiene su origen en dos cuestiones preju-
diciales presentadas por el Tribunal
administrativo de Saint-Denis de la
Reunión con objeto de decidir conforme
al Derecho comunitario en el litigio pen-
diente ante dicho órgano jurisdiccional
entre el litigante Paul Chevassus-
Marche y el Consejo Regional de la
Reunión. Ambas cuestiones prejudicia-
les se centran sobre la validez misma
de la Decisión 89/688, al cuestionar la
validez de esta norma con respecto a
los artículos 23, 25 y 90 del Tratado
CE. Las cuestiones planteadas son las
siguientes:
1) La Decisión 89/688/CEE del
Consejo, que autoriza el mantenimien-
to del “octroi de mer”, aplicable tanto a
los productos importados como a las
mercancías producidas por empresas
radicadas en un departamento de
ultramar, ¿es conforme con el Tratado
y, más concretamente, con sus artícu-
los 9, 12 y 13 (actualmente artículos
23 y 25), en la medida en que admite
la posibilidad de exención en beneficio
de las empresas locales, con el único
requisito de que éstas contribuyan a
desarrollar o mantener una actividad
económica?
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2) En caso de respuesta afirmativa
a la primera cuestión: en relación con lo
dispuesto en el párrafo segundo del artí-
culo 95 (actualmente artículo 90) del
Tratado CE, ¿puede interpretarse la
Decisión 89/688 en el sentido de que
permite una diferenciación fiscal que
persiga objetivos económicos compati-
bles con las exigencias del Tratado y del
Derecho derivado y esté justificada por
las condiciones económicas propias a los
departamentos franceses de Ultramar?
La cuestión esencial se resume en
si es posible utilizar el artículo 227.2
(recordemos que es el germen del vi-
gente artículo 299.2) como instrumento
para derogar el segundo párrafo del artí-
culo 90, de modo que se permita la dis-
criminación positiva en la imposición del
octroi para los productos producidos
localmente. El artículo 227 en su punto
2 establece la inmediata aplicación de
determinadas disposiciones del Tratado,
entre ellas la libre circulación de mer-
cancías, mientras que permite condicio-
nes especiales de aplicación para el res-
to de disposiciones no enunciadas en el
primer párrafo, entre ellas las de carácter
fiscal, con el objeto de mejorar las condi-
ciones económicas de los DOM franceses.
Antes de resumir y analizar la res-
puesta dada por el Tribunal conviene
repasar la posición, en si misma muy
interesante, del Abogado General del
asunto sometido a decisión.
Para resolver ambas cuestiones,
que necesariamente han de respon-
derse conjuntamente, el Abogado
General Thesaurus toma la tesis de la
complementariedad entre las disposi-
ciones del Título I del Tratado CE, que
establece la libre circulación de mer-
cancías y el artículo 90 que completa a
ésta desde el punto de vista fiscal
(Sentencia Comisión contra República
Francesa de 27 de febrero de 1980 en
el asunto C-168/78). Así, y aún situán-
dose este artículo en el capítulo 2 del
Título V que contempla las disposicio-
nes comunes sobre fiscalidad, para el
Abogado General, el objeto del artícu-
lo 90 no es otro que completar y ase-
gurar la libre circulación de mercancías
entre los Estados miembros en condi-
ciones normales de competencia, por
la eliminación de toda forma de pro-
tección que pueda resultar de la apli-
cación de imposiciones interiores dis-
criminatorias respecto a productos ori-
ginarios de otros Estados miembros. El
artículo 90 debe garantizar la perfecta
neutralidad de las imposiciones interio-
res respecto a la competencia entre
productos nacionales y productos
importados.
Yendo del artículo 90 al 227.2, el
Abogado General argumenta que si
bien el artículo 227.2 permite la adap-
tación de las disposiciones del Tratado
con objeto de mejorar las condiciones
de desarrollo de los DOM franceses
(párrafos dos y tres del artículo), esta
condicionalidad no es de aplicación a la
libre circulación de mercancías (situada
en el párrafo uno del artículo 227.2), y
que, con independencia de la situación
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exacta del artículo 90 en el Tratado y su
relación con las disposiciones de carác-
ter fiscal, sobre las que sí permite la
condicionalidad, el carácter comple-
mentario de éste respecto a la primera
y la intención del legislador comunitario
de no establecer una lista exhaustiva
en el primer párrafo del artículo 227.2,
sino más bien una lista de normas que,
por su contenido y función, entran den-
tro del marco de la reglamentación de
una materia dada, en este caso, la de
la libre circulación de mercancías, lleva
a someter al artículo 90 dentro de las
condiciones de aplicación del Tratado
establecidas en el artículo 227.2 párra-
fo primero, esto es, las mismas que
para la libre circulación de mercancías,
que no son otras que la aplicación
inmediata sin excepciones.
Tal consideración se estableció,
además, sin tener en cuenta si las
exenciones practicadas en la Decisión
del Consejo tienen un contenido total o
parcial, puesto que, en uno y otro
caso, el legislador podría volver del
revés lo dispuesto en el Tratado res-
pecto a la libre circulación de mercan-
cías (en palabras del Abogado General,
hacer entrar por la ventana aquello
que había sido hecho salir por la puer-
ta). Thesaurus se inclina por los efec-
tos materiales de una derogación, ya
sea parcial o total, y por tanto su vin-
culación con los artículos 90 y 23 a 25,
más que por su consideración estricta-
mente formal. Concluye, por tanto, el
abogado general, proponiendo la inva-
lidez de la Decisión comunitaria tanto
si ésta se basa en una derogación de
los artículos 23 y 25 (claramente) por
ser las exenciones totales, como si
fundamenta su aplicación, al practicar-
se exenciones parciales, en una dero-
gación del artículo 90 del Tratado (por
su relación material con los anteriores
y por tanto por la imposibilidad de apli-
car el párrafo segundo del artículo
227.2 del Tratado).
La sentencia del Tribunal de
Justicia, sin dejar de valorar la distin-
ción formal-material que realiza el
Abogado General razona y concluye de
manera diversa respecto a éste.
En primer lugar, la sentencia
caracteriza al “nuevo” octroi de mer
como un tributo interno y no como una
exacción de efecto equivalente a un
derecho de aduana, ya que, con inde-
pendencia de la aplicación de determi-
nadas exenciones para la producción
interior, el impuesto grava “al mismo
tiempo productos importados y nacio-
nales, recayendo sistemáticamente
sobre categorías de productos según
criterios objetivos aplicados con inde-
pendencia del origen de los productos”.
(Sentencia de 5 de mayo de 1982,
Schul (asunto C-15/81). 
Esta misma consideración fue
efectuada por el Tribunal de Justicia en
la  sentencia relativa al arbitrio aplica-
do en Ceuta de 7 de diciembre de 1995
(Asunto C-45/94) que constituye asi-
mismo una referencia importante a la
hora de examinar la validez de este
tipo de medidas puesto que el arbitrio
LA ADATACIÓN A LA NORMATIVA COMUNITARIA DEL ARBITRIO SOBRE IMPORTACIONES Y ENTREGAS ...
21haciendacanaria
ceutí (y también el de Melilla) se apli-
can indistintamente tanto a los produc-
tos extranjeros como a aquellos proce-
dentes del resto del territorio nacional
y a las mercancías ceutíes, si bien
éstas podían ser objeto de exenciones
totales o parciales. Considerando, a
estos efectos, el Tribunal que se trata-
ba de un tributo interno y no de una
tasa de efecto equivalente.
En segundo lugar, la sentencia
declara que se infringiría el artículo 90
del Tratado si el impuesto gravara los
productos nacionales y los productos
importados de manera diferente en lo
relativo al tipo de gravamen, base
imponible o modalidades de recauda-
ción (Sentencia de 22 de marzo de
1977 “Steinike y Weinlig” en el asunto
C-78/76). Dado que el apartado 3 del
artículo 2 autoriza un sistema de exen-
ciones parciales o totales del impuesto
en beneficio de la producción interior,
la Decisión 89/688 infringe el artículo
90 del Tratado, incompatibilidad que es
declarada en los propios considerandos
de la Decisión.
En tercer lugar, el Tribunal analiza
la posibilidad de que el artículo 227.2
del Tratado autorice una derogación,
ya sea transitoria o temporal, del artí-
culo 90 del Tratado, de modo que
pudiera practicarse una imposición no
neutral respecto al origen del producto
en beneficio del desarrollo económico
de los DOM. Analiza así las posibilida-
des temporales y formales para practi-
car tal derogación, siguiendo en este
punto argumental la línea defendida en
la Sentencia del Tribunal de Justicia de
10 de octubre de 1978, “sentencia
Hansen” (asunto C-148/77) respecto
al plazo de dos años establecido para
el desarrollo del párrafo segundo del
artículo 227.2 y a la afectación de
dicho párrafo a las normas de carácter
fiscal contenidas en el Tratado.
Finalmente, se invoca la condición sus-
tantiva de la relación de la derogación
con la promoción del desarrollo econó-
mico y social de dichas regiones
(párrafo tercero del artículo 227.2).
Para el análisis de esta última con-
dicionalidad, el Tribunal acude al anti-
guo artículo 226 del Tratado, que
determina el procedimiento y los lími-
tes de la transitoriedad y proporciona-
lidad en la obtención del objetivo últi-
mo, que es del desarrollo económico
según establece el artículo 227.2.
Según opinión del Tribunal, la Decisión
89/688/CEE, cumple con los requisitos
exigidos, al plantearse las exenciones
en beneficio de la producción local con
carácter necesario, proporcional y
determinado. La sentencia no analiza
las modalidades de aplicación de la
Decisión 89/688/CEE limitándose a la
verificación formal de los requisitos
establecidos en el antiguo artículo 226
del Tratado.
La sentencia concluye que la
Decisión 89/688, en la medida en que
autoriza un sistema de exención del
tributo denominado “octroi de mer”, y
siempre que la concesión de tal exen-
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ción se atenga a los estrictos requisitos
previstos en ella, no es incompatible
con los artículos 9, 12 y 13 del Tratado
(actualmente artículos 23 y 25) al no
entrar en el ámbito de aplicación de
dichos artículos, y las exenciones tem-
porales del artículo 95 (actual artículo
90) que establece se justifican en vir-
tud del apartado 2 del artículo 227, en
relación con el artículo 226 del
Tratado.
Al contrario de lo expresado en la
opinión del Abogado General, la sen-
tencia apenas entra en las vinculacio-
nes materiales entre los artículos 90
por un lado, y 23 y 25 por otro y, al no
hacerlo, no prosigue por la vía de la
consideración material del artículo 90
del Tratado y su relación con el primer
párrafo del artículo 227.2. De este
modo, clausura la vía abierta por el
Abogado General y delimita de manera
bien precisa las condiciones en las que
se produce la integración de los DOM
en el mercado interior, de modo que,
sin permitir una derogación expresa de
los principios de éste, en particular en
lo que se refiere a la libre circulación
de mercancías, autoriza un impuesto
indirecto formalmente neutral que en
su aplicación concreta, y siempre den-
tro de los límites de la proporcionali-
dad y necesidad para el sostenimiento
de sectores productivos económica-
mente débiles, permite la posibilidad
de exenciones, totales o parciales, en
la imposición interior. El método y el
resultado recuerdan a la política de
competencia comunitaria en relación a
las ayudas de Estado regionales. 
El Tribunal de Justicia de las
Comunidades Europeas volvió a pro-
nunciarse sobre este asunto en la
Sentencia de 30 de abril de 1998, rela-
tiva a los asuntos acumulados C-37/96
y C-38/96 “Sodriprem, SARL”, que
afectaban, no a la validez de la
Decisión comunitaria, sino a la compa-
tibilidad con el Derecho Comunitario
del nuevo régimen del octroi de mer
instaurado por la Ley 92/676. Aunque,
estos asuntos se iniciaron ante el
Tribunal de Justicia con anterioridad a
la Sentencia que hemos venido
comentando, la sentencia sobre los
mismos fue dictada con posterioridad,
abundando por consiguiente en la
jurisprudencia ya establecida.
Según esta última sentencia,  la
Decisión del Consejo 89/688/CEE se
opone a exenciones de carácter gene-
ral o sistemático que puedan conducir
a la reintroducción de un impuesto de
efecto equivalente a un derecho de
aduana, pero en cambio esta Decisión
autoriza exenciones necesarias, pro-
porcionales y determinadas con preci-
sión en tanto en cuanto constituyan
medidas de apoyo a las producciones
locales afectadas por las dificultades
relacionadas con la ultraperiferia y
cuya finalidad sea promover el desa-
rrollo económico y social de los
Departamentos franceses de ultramar,
en el sentido de que contribuyan a
fomentar o mantener una actividad
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económica y social en estos departa-
mentos, insertándose en una estrate-
gia de desarrollo económico y social. 
Las implicaciones de la sentencia
Paul Chevassus-Marche no se detienen
en el campo de la autorización para la
continuidad de la Decisión 89/688, ni en
la confirmación del principio de inser-
ción realista de los DOM en el mercado
interior, sino que también caen en cas-
cada sobre la continuidad del Arbitrio a
la producción e importación de mercan-
cías en Canarias, o más bien sobre la
continuidad del APIM bajo determina-
das condiciones. El impuesto canario
presentaba relativas similitudes respec-
to al impuesto de los DOM. La caracte-
rización que realizábamos del antiguo
octroi es igualmente aplicable al antiguo
arbitrio a la importación en Canarias.
De igual modo, el antiguo arbitrio se
transforma en un impuesto de carácter
indirecto, que grava tanto la introduc-
ción de mercancías como su producción
en Canarias, aunque también prevea, al
igual que el nuevo octroi, la aplicación
de exenciones totales o parciales a la
producción interior. Sin embargo, y a
diferencia del octroi, el APIM estaba
sometido a un desmantelamiento pro-
gresivo, vinculado éste al periodo tran-
sitorio de nuestra integración que nace
en 1991 (el impuesto es en si mismo
temporal, mientras que en el octroi, lo
que son temporales son las exencio-
nes). Además, las exenciones tienen un
carácter general no vinculadas en su
aplicación, respecto a los controles
comunitarios, al desarrollo de determi-
nados sectores productivos.
De este modo, la sentencia da pie
para buscar la continuidad del impues-
to más allá del periodo transitorio defi-
nido en el Reglamento (CE) nº
1911/91 del Consejo sobre la base de
la neutralidad de éste respecto al ori-
gen del producto en la generalidad,
matizada dicha neutralidad por exen-
ciones a la producción interior que no
deben sobrepasar el ámbito de la pro-
porcionalidad y necesidad para el desa-
rrollo de determinados sectores econó-
micamente debilitados. 
Se abrió entonces un abanico de
opciones para la continuidad del APIM.
Por un lado, era posible mantener un
impuesto general, pero que establecie-
ra exenciones vinculadas al desarrollo
de determinados sectores productivos
locales, que se aplican con carácter
proporcional a la debilidad de éstos y
que se conceden de manera temporal
(seguir de este modo el esquema del
impuesto de los DOM). Tendríamos
entonces un impuesto general con
exenciones selectivas. Alternativamen-
te, es posible proponer un impuesto
que grava la producción e importación
de determinados productos considera-
dos sensibles, proponiéndose exencio-
nes totales o parciales para la produc-
ción interior. Obtendríamos un impues-
to selectivo con exenciones generales.
Esta última propuesta es la que se
remitió a las autoridades comunitarias
para su análisis. Una y otra persiguen
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idénticos objetivos en relación a la pro-
tección y desarrollo de sectores econó-
micamente débiles. No obstante, la
propuesta planteada en primer lugar
hubiera permitido alcanzar también un
objetivo de carácter financiero, dada la
afectación de sus recursos a las ha-
ciendas locales. En ningún caso la sen-
tencia valida la permanencia del
impuesto tal como estaba configurado
en el Reglamento (CEE) nº 1911/91
del Consejo.
III. EL REGLAMENTO (CE) Nº
2674/199919, (EL DENOMINADO
“APIM SELECTIVO”): EL ANTECE-
DENTE INMEDIATO DEL AIEM
Como ya se ha señalado, el régi-
men histórico de fiscalidad indirecta,
destinado a compensar el carácter insu-
lar y el alejamiento geográfico de
Canarias fue modificado con el
Reglamento (CE) nº 1911/91 admitien-
do la existencia del APIM, arbitrio sobre
la producción e importaciones, que sus-
tituyó a los antiguos arbitrios insulares.
El objetivo de este impuesto, con-
figurado con carácter temporal, era
hacer posible la adaptación de la pro-
ducción local a las exigencias del mer-
cado interior comunitario mediante un
régimen de exenciones, totales o par-
ciales, a la producción local, siempre
que dichas exenciones contribuyeran a
promover las actividades canarias, sin
por ello alterar las condiciones de los
intercambios en forma contraria al
interés común. 
El Reglamento (CE) nº 1911/91
preveía en su artículo 5, apartado 6, la
realización de un estudio por parte de la
Comisión Europea para determinar la
incidencia de esta medida en la econo-
mía de las islas Canarias. Aunque el
estudio no se realizó en la fecha previs-
ta por el Reglamento comunitario, el
intercambio de opiniones y de documen-
tación entre las autoridades españolas y
comunitarias se prolongó desde el año
1996 hasta el año 1998, coincidiendo en
su última parte con la adopción de las
sentencias del Tribunal de Justicia men-
cionadas en el epígrafe anterior que
contribuyeron a sustentar el criterio de
las autoridades españoles de suprimir la
reducción de los tipos del arbitrio para
un número limitado de productos.
Por ello, el estudio de la Comisión
sobre la repercusión del APIM en la
economía de las islas Canarias conclu-
yó que la supresión del APIM tendría
un efecto general positivo sobre los
precios, pero negativo sobre la produc-
ción y el empleo, concluyendo, además
que este efecto negativo sería muy
variable dependiendo del sector de
actividad. Determinando, por consi-
guiente, que para determinados pro-
ductos correspondientes a sectores
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sensibles, la desaparición del impuesto
podría conllevar la desaparición del
sector considerado.
De este modo, el Reglamento, en
lo que puede considerarse como un
antecedente  a lo que luego sería el
AIEM, determinó la suspensión de la
eliminación progresiva del APIM para
un limitado grupo de productos sensi-
bles, con el fin de facilitar la adapta-
ción de estos productos al mercado.
Además, al adoptar el Reglamento
(CE) nº 2674/1999, el Consejo invitó a
la Comisión a examinar con las autori-
dades españolas la incidencia de la sus-
pensión del proceso de eliminación pro-
gresiva del APIM en los sectores econó-
micos considerados y, en particular, en
los productos que eran objeto de la
medida. El Consejo invitó asimismo a la
Comisión a presentar, en su caso y en
función de los resultados de dicho exa-
men, una propuesta sobre las medidas
que conviniera adoptar al amparo del
Tratado, con el fin de no poner en peli-
gro la existencia de determinadas acti-
vidades locales de producción particu-
larmente frágiles sin dejar de garanti-
zar la supresión del impuesto.
A partir de la entrada en vigor del
Tratado de Ámsterdam el 1 de mayo de
1999 estos objetivos han de inscribirse
en el marco de las medidas adoptadas
sobre la base del artículo 299.2 del
Tratado, que autorizaba la adopción de
medidas específicas de larga duración
con el fin de tener en cuenta las des-
ventajas citadas en esa disposición. 
Aunque los aspectos formales
sean muy diferentes, existe, por consi-
guiente, una gran continuidad en
cuanto a los sectores y productos
cuyas exenciones estaban recogidas
en el Reglamento (CE) nº 2674/1999 y
el impuesto AIEM. Del mismo modo,
los tipos impositivos del impuesto
AIEM se corresponden también, en
gran medida, con los tipos recogidos
en la configuración inicial del APIM. 
IV.    LA DECISIÓN DEL CONSEJO
DE 20 DE JUNIO DE 2002,
RELATIVA AL RÉGIMEN DEL
IMPUESTO AIEM APLICABLE
EN LAS ISLAS CANARIAS
(2002/546/CE)
El Tratado de Ámsterdam introdu-
jo importantes modificaciones en rela-
ción con las regiones ultraperiféricas.
En concreto, se procedió a la modifica-
ción del apartado 2 del artículo 227,
que en la nueva numeración pasa a ser
el artículo 299 para establecer el prin-
cipio general de la aplicación del
Tratado a los departamentos franceses
de ultramar, las Azores, Madeira y las
islas Canarias. Junto con esta regla
general, se admite la posibilidad de
que el Consejo, por mayoría cualifica-
da, a propuesta de la Comisión y pre-
via consulta al Parlamento Europeo,
adopte medidas específicas orientadas
en particular, a fijar las condiciones
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para la aplicación del Tratado en dichas
regiones.
El 14 de marzo de 2000 (COM
(2000) 147 final) la Comisión de las
Comunidades Europeas emitió un
“Informe sobre las medidas destinadas
a aplicar el apartado 2 del artículo 299 a
las regiones ultraperiféricas de la Unión
Europea”, sobre la base de que este pre-
cepto del Tratado que “…ni es una sim-
ple declaración ni un régimen de excep-
ción generalizado, sino que debe condu-
cir a la creación de un régimen específi-
co que tenga en cuenta todas las limita-
ciones a que se ven sometidas estas
regiones por su situación ultraperiférica
y que no suponga menoscabo alguno
para la coherencia del derecho comuni-
tario y del mercado interior” (apartado
II, párrafo segundo del informe).
Este Informe señala que el artícu-
lo 299.2 del Tratado CE autoriza la
aplicación de medidas particulares en
favor de las regiones ultraperiféricas
en el terreno fiscal, durante tanto
tiempo como resulte necesario en fun-
ción de las dificultades experimenta-
das por estas regiones.
En este sentido, el Informe prevé
la posibilidad de crear un impuesto
neutro que tenga en cuenta la necesi-
dad de lograr un determinado nivel de
desarrollo de la producción de bienes
en Canarias.
En base a estas consideraciones,
las autoridades españolas notificaron
el 25 de julio de 2000 a la Comisión
Europea una propuesta oficial de esta-
blecimiento del citado impuesto neu-
tro, con el nombre de Arbitrio sobre la
Importación y Entrega de Mercancías
en Canarias (AIEM)
Tras una difícil negociación, el 20
de junio de 2002, aunque con aplica-
ción retroactiva al 1 de enero de ese
mismo año, para evitar una disconti-
nuidad en la aplicación de la fiscalidad
indirecta diferenciada, el Consejo
autorizó la adopción en Canarias de
esta figura impositiva, teniendo por
primera vez una norma comunitaria
como única base jurídica el menciona-
do artículo 299.2 del Tratado CE. 
El AIEM notificado a la Comisión
Europea y aprobado por el Consejo, se
configura como un impuesto que grava
las entregas de bienes producidos en
las islas Canarias y efectuadas por los
productores de tales bienes, así como
las importaciones de bienes similares
que pertenezcan a la misma categoría
definida por referencia a la nomencla-
tura del arancel aduanero común. La
base imponible de los bienes importa-
dos se determina a partir del valor en
aduana, y la  de las entregas de bienes
efectuadas por los productores de
tales bienes en las islas Canarias, a
partir de la cuantía total de la contra-
prestación. 
Como señalan los considerandos
de la propia Decisión del Consejo, éste
tuvo en cuenta al aprobar esta
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Decisión las desventajas que afectan a
la actividad de producción industrial
en las islas Canarias, entre las que
figuran el predominio del sector de los
servicios, y sobre todo del turismo, en
el producto regional, así como la
dependencia de la economía canaria
respecto a este sector y la escasa par-
ticipación del sector industrial en el
PIB canario. El Consejo señala que el
AIEM constituye a este respecto un
instrumento al servicio de los objeti-
vos de desarrollo autónomo de los
sectores industriales productivos
canarios y de la diversificación de la
economía canaria.
Además, en su fundamentación
sobre la Decisión, el Consejo constata el
aislamiento insular que obstaculiza la
libre circulación de personas, mercancí-
as y servicios y que implica un aumento
de los costes de producción a causa de
la dependencia respecto a los medios de
transporte marítimo y aéreo (frente a
los más económicos de carretera o
ferrocarril), así como respecto a las
materias primas, la energía o la necesi-
dad de mantener existencias superiores,
que provocan sobrealmacenamiento.
Señala también el Consejo que la
dimensión reducida del mercado y el
escaso desarrollo de la actividad
exportadora, la fragmentación geográ-
fica del archipiélago y la obligación de
mantener unas líneas de producción
diversificadas, aunque limitadas en su
volumen, para responder a las necesi-
dades de un mercado de escasa
dimensión, limitan las posibilidades de
realizar economías de escala.
Por último, entre las dificultades a
las que se enfrenta la industria cana-
ria, se encuentran también las posibili-
dades de acceso a servicios especiali-
zados y de mantenimiento de forma-
ción de directivos y técnicos de empre-
sa o de subcontratación que resultan a
menudo limitadas o más costosas, lo
mismo que sucede con la promoción
de actividades empresariales fuera del
mercado canario o con la eliminación
de residuos industriales y el tratamien-
to de residuos tóxicos que generan
unos costes ambientales más elevados
que aumentan debido a la inexistencia
de fábricas de reciclaje, salvo para
algunos productos.
Basándose en todos estos datos,
el Consejo consideró conveniente
autorizar la creación de un impuesto
aplicable a una lista de productos
industriales para los que se podrían
contemplar exenciones a favor de pro-
ducciones locales. 
Si desde el punto de vista econó-
mico la adopción del impuesto estaba
justificada, también era necesario que
lo estuviera desde el punto de vista jurí-
dico. Para ello, basándose en la mencio-
nada sentencia Paul Chevassus-Marche,
se señala en la Decisión la necesidad de
combinar las exigencias del artículo
299.2 y del artículo 90 del Tratado CE,
con el respeto de la coherencia del
Derecho comunitario y el mercado inte-
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rior. De este modo, la aplicación del
impuesto debe limitarse a las medidas
estrictamente necesarias y adaptadas a
los objetivos perseguidos, teniendo en
cuenta las desventajas de la situación
ultraperiférica. El Consejo consideró,
por consiguiente, que el ámbito de apli-
cación debía estar constituido por una
lista de productos sensibles a los que
las autoridades canarias pudieran apli-
car exenciones, dentro de los límites
fijados en esta Decisión.
Los productos industriales que son
objeto de exenciones pertenecen a dis-
tintas categorías: productos agrícolas y
pesqueros, materiales de construcción,
productos químicos, de la industria
metalúrgica, de la industria alimentaria
y las bebidas, del tabaco, de la indus-
tria textil y del cuero, del papel, de las
artes gráficas y de la edición.
En cuanto a las exenciones máxi-
mas que pueden aplicarse a estos pro-
ductos no podrán dar lugar a diferen-
cias superiores, según los sectores y
productos, a un 5 % para la mayoría de
los productos, a un 15 % para un
número limitado de productos y a un 25
% para el tabaco, constituyendo este
sector un caso excepcional que tiene en
cuenta la importancia que ha tenido
este sector dentro de la industria cana-
ria, así como el importante declive de la
producción y la consiguiente pérdida de
puestos de trabajo en los últimos años.
La Decisión del Consejo señala
además que los objetivos de apoyo al
desarrollo socioeconómico de las islas
Canarias, la finalidad del impuesto y la
asignación de sus ingresos constituyen
obligaciones legales que han de ser
respetadas por el Estado español.
Por último, la duración de este
impuesto ha sido fijada por el Consejo
en diez años, pero, no obstante, se
establece la obligación de realizar una
evaluación del sistema propuesto a
más tardar el 31 de diciembre de 2005.
V. EL AIEM COMO AYUDA DE
ESTADO
Hasta ahora, hemos analizado la
compatibilidad del AIEM con las exac-
ciones de efecto equivalente a dere-
chos de aduana y con la prohibición de
tributos internos discriminatorios, pero
existe un tercer elemento que es nece-
sario tener en cuenta a la hora de
abordar el encaje comunitario de esta
figura.
Durante mucho tiempo la Comi-
sión Europea consideró que medidas
fiscales, como el APIM, no constituían
ayudas de Estado dado que se incluían
en el ámbito de la libre circulación de
mercancías. No obstante, desde el
momento en que se concluye que la
figura impositiva no es una exacción
de efecto equivalente a un derecho de
aduana y puede constituir una deroga-
ción a lo dispuesto en el artículo 90, al
considerar que las exenciones se inte-
gran en la estrategia de desarrollo eco-
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nómico y social del territorio conside-
rado, la Comisión se plantea si una
figura como la que estamos analizando
constituye o no una ayuda para las
empresas que ven como los productos
finales de sus competidores situados
fuera de la región en cuestión son gra-
vados con un impuesto del que ellas
están exentas en la producción de esos
mismos productos.
La cuestión resulta muy controver-
tida en la actualidad y, al contrario de
lo que sucede con las otras disposicio-
nes del Tratado analizadas hasta ahora,
no existe ningún pronunciamiento del
Tribunal de Justicia en este sentido.
El 10 de febrero de 2004, el
Consejo adoptó una Decisión por la
que se prorrogaba la Decisión
89/688/CEE relativa al régimen del
octroi de mer en los departamentos
franceses de ultramar. El artículo 1 de
esta Decisión permite a Francia conti-
nuar con la aplicación de exenciones o
reducciones del arbitrio insular con
relación a determinados productos que
se fabriquen localmente en los depar-
tamentos franceses de ultramar. A su
vez, el artículo 4 de esta misma
Decisión obliga a Francia a notificar a la
Comisión estos regímenes impositivos.
El artículo 87, apartado primero,
del Tratado CE prohíbe la concesión de
ayudas públicas a empresas que pue-
dan afectar a la competencia entre
Estados miembros. De este modo, una
medida fiscal, como son por ejemplo,
los incentivos fiscales de los artículos
25, 26 y 27 de la Ley 19/1994, aunque
inserta en el marco del REF y de un sis-
tema fiscal diferenciado para Canarias,
supone una ayuda para las empresas
canarias de la que no gozan las empre-
sas instaladas en el resto de España.
El artículo 88, apartado tercero,
obliga a los Estados miembros a notifi-
car a la Comisión Europea cualquier
proyecto de ayuda de Estado. Esta
obligación está desarrollada por el
Reglamento (CE) nº 659/1999 del
Consejo, de 22 de marzo de 1999.
La notificación de estos proyectos
por parte de Francia se efectuó tam-
bién, de conformidad con el artículo 88,
apartado tercero, del Tratado CE y la
Comisión Europea adoptó una Decisión
con fecha 27 de mayo de 2004 en la
que consideró que el régimen del
“octroi de mer” constituía una ayuda de
Estado y, para ello, analiza los elemen-
tos constitutivos de una ayuda de
Estado y los compara con el régimen de
exoneraciones previsto en la Decisión. 
Así, para que una determinada
medida pueda constituir una ayuda de
Estado en el sentido del artículo 87,
apartado primero, del Tratado CE, hay
que determinar si ésta procura una
ventaja a sus beneficiarios frente a las
demás empresas, si esta ventaja se
financia con fondos públicos, si ame-
naza la libre competencia y si es sus-
ceptible de afectar a los intercambios
entre los Estados miembros.
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El hecho de que las exoneraciones
constituyan derogaciones a un pago
generalizado y se inserten en una estra-
tegia de desarrollo económico y social
de los Departamentos de Ultramar con-
tribuyendo a la promoción de las activi-
dades locales implica necesariamente
que las exoneraciones favorecen clara-
mente a las empresas locales con rela-
ción a sus competidoras. En segundo
lugar, la Comisión consideró que se
daba igualmente la segunda condición
puesto que la ayuda estaba financiada
por fondos públicos al constituir una
reducción de los ingresos fiscales que la
Administración hubiera debido obtener.
Continúa señalando la Decisión de
la Comisión que en virtud de la tercera
y cuarta condición de aplicación del artí-
culo 87,1, la ayuda debe falsear o ame-
nazar con falsear la competencia y afec-
tar a los intercambios entre los Estados
miembros. En este caso, la Comisión
consideró que estas medidas amenazan
con falsear la competencia debido a que
refuerzan la posición financiera y las
posibilidades de acción de las empresas
beneficiarias con relación a sus compe-
tidoras que no se benefician y en la
medida en que este efecto se produce
en el marco de intercambios intracomu-
nitarios, éstos son afectados por estas
medidas. En el caso en cuestión, la
Comisión consideró que la afección a los
intercambios era muy clara.
Aunque esta cuestión no es objeto
de estudio en este artículo, existe un
contrasentido evidente en esta consi-
deración puesto que, si una figura
impositiva como ésta se adopta preci-
samente para poner en pie de igualdad
a las empresas de las regiones ultrape-
riféricas con las empresas del resto del
continente europeo, debido a las difi-
cultades que estas sufren, como se
señala en el apartado IV de este artí-
culo, en la medida en que no haya
sobrecompensación, no debería consi-
derarse una ayuda de Estado, y así lo
ha considerado el Gobierno de
Canarias en su correspondencia al res-
pecto con la Comisión Europea. De
conformidad con esta posición, el aná-
lisis jurídico, por consiguiente, no bas-
taría para determinar si la medida en
cuestión es o no una ayuda de Estado,
sino que debería complementarse con
un análisis económico que determinara
si existen o no barreras de entrada a la
introducción de los productos conside-
rados en las regiones ultraperiféricas.  
Por lo que respecta al “octroi de
mer” francés, no obstante la conside-
ración de ayuda de Estado por parte de
la Comisión Europea, ésta concluye
con que se trata de una ayuda de
Estado compatible con el funciona-
miento del mercado común debido a
que la Comisión considera que se cum-
plen las condiciones previstas en la
letra a) del apartado tercero del artícu-
lo 87, que permite las ayudas regiona-
les bajo determinadas condiciones
que, en este caso, son las previstas en
los apartados 4.15 y 4.16 de las vigen-
tes Directrices de ayudas con finalidad
regional que permiten la aplicación de
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ayudas al funcionamiento en las regio-
nes ultraperiféricas para compensar
los costes de la ultraperiferia.
En el caso del AIEM, cuya Decisión
de aprobación es anterior a la del
“octroi de mer”, al contrario de lo que
sucedió con la normativa aplicable a
las regiones francesas, en la que la
Decisión fijó el marco normativo, las
autoridades españolas notificaron
directamente a la Comisión Europea el
proyecto normativo ya cerrado por lo
que ésta pudo conocer desde el primer
momento el marco jurídico completo
de aplicación de este dispositivo fiscal.
Por ello, aunque el considerando
16 de la Decisión por la que se autori-
zó el AIEM señala que en el marco de
aplicación de las exenciones, las dispo-
siciones de la Decisión se entienden sin
perjuicio de la aplicación eventual de
las disposiciones de los artículos 87 y
88 del Tratado CE, la cuestión no se ha
planteado de la misma forma.
No obstante, la Decisión de la
Comisión Europea con respecto a la
consideración del “octroi de mer” como
una ayuda de Estado podría afectar
nuevamente a nuestro AIEM con oca-
sión de las negociaciones que eventual-
mente se produzcan para su prórroga.
VI. CONCLUSIÓN
En la actualidad, además de la no
aplicación del IVA en Canarias, la espe-
cial singularidad de nuestra región en
materia fiscal en el Derecho Comunitario
viene dada por la adopción de la
Decisión del Consejo 2002/546/CE, de
20 de junio de 2002, relativa al régimen
del impuesto AIEM, que es aplicable
desde el 1 de enero de 2002 y que prevé
la existencia de exenciones totales o
reducciones del impuesto para determi-
nados productos fabricados localmente
en las islas Canarias, que se encuentran
recogidos en el Anexo del Reglamento y
entre los que están productos agroali-
mentarios, tabaco, materiales de cons-
trucción, productos del sector químico,
de la industria metalúrgica o de la indus-
tria textil. Como señala el Reglamento
comunitario, estas exenciones deberán
integrarse en la estrategia de desarrollo
económico y social de las islas Canarias
y contribuir a la promoción de las activi-
dades locales.
La aplicación de las exenciones no
puede dar lugar a diferencias superio-
res a:
- 5 % para una serie de productos
contemplados en la parte A del Anexo,
- 15 % para los productos con-
templados en la parte B del Anexo, y,
- 25 % para el tabaco.
Esta figura impositiva es, proba-
blemente, uno de los principales desa-
rrollos del artículo 299.2 del Tratado
puesto que, tal como se expone en
dicha Decisión, se trata de una medida
específica destinada a establecer las
condiciones de aplicación del Tratado
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en Canarias en el ámbito de la política
fiscal. Esta medida, como continúa
señalando la Decisión debe tener en
cuenta las características y dificultades
particulares de Canarias, sin afectar
por ello a la integridad y coherencia del
ordenamiento jurídico comunitario y
fue notificada por el Estado español a
la Comisión Europea como un uso
específico de este artículo del Tratado
en materia fiscal.
El impuesto se configura por tanto
como una excepción a lo dispuesto en
los artículos 23, 25 y 90 del Tratado
relativos respectivamente a la prohibi-
ción de aplicar derechos de aduana y
de tasas de efecto equivalentes a dere-
chos de aduanas, tanto frente a terce-
ros países (artículo 23) como entre los
Estados miembros (artículo 25) y a la
prohibición de gravar directa o indirec-
tamente los productos de los demás
Estados miembros con tributos inter-
nos, cualquiera que sea su naturaleza,
superiores a los que gravan directa o
indirectamente los productos naciona-
les similares o que puedan proteger
indirectamente otras producciones.
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